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INSTITUTO DE ACCESO A LA INFORMACIÓN Y 

PROTECCIÓN DE DATOS PERSONALES DE 

QUINTANA ROO 

 

  RECURSO DE REVISIÓN: 

 

FOLIO DE SOLICITUD: 

  

RR/116-17/NJLB 

 

00357817 

 

  COMISIONADA PONENTE: LIC. NAYELI DEL JESÚS 

LIZÁRRAGA BALLOTE 

 

  RECURRENTE: ********* 

                                      VS 

  SUJETO OBLIGADO: MUNICIPIO DE PUERTO 

MORELOS, QUINTANA ROO, A 

TRAVÉS DE SU UNIDAD DE 

TRANSPARENCIA 

 

 

EN LA CIUDAD DE CHETUMAL, QUINTANA ROO, A LOS DOCE DÍAS DEL MES DE 

DICIEMBRE DEL AÑO DOS MIL DIECISIETE.- - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - -  

 

- - - VISTOS.- Para resolver el expediente relativo al Recurso de Revisión previsto en el 

Capítulo I del Título Noveno de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información 

Pública para el Estado de Quintana Roo, interpuesto por *********, en contra de actos 

atribuidos al Sujeto Obligado, MUNICIPIO DE PUERTO MORELOS, QUINTANA ROO, 

se procede a dictar la presente Resolución con base en los siguientes: 

 

 

A N T E C E D E N T E S 

 

 

I.- El día diecinueve de mayo de dos mil diecisiete, el hoy Recurrente, presentó 

solicitud de información vía sistema INFOMEXQROO, con número de folio 00357817, 

requiriendo textualmente lo siguiente: 

 

“…Proporcionar copia de la declaración patrimonial fiscal y de conflicto de intereses de 

cada uno de los regidores de PUERTO MORELOS (CONOCIDA COMO 3 DE 3)…” 

(SIC) 

 

II.- El día dos de junio del año en curso, la Unidad de Transparencia del Sujeto 

Obligado, notificó al Recurrente mediante el sistema INFOMEX, la respuesta a la 

solicitud de información, dentro del cual se señala fundamentalmente y de manera fiel 

lo siguiente: 
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R E S U L T A N D O S 
 

 

PRIMERO.- El día veintitrés de junio del año de dos mil diecisiete, de manera personal 

ante la Unidad de Transparencia del Sujeto Obligado, el Recurrente ********* 

interpuso Recurso de Revisión en contra de la respuesta emitida por el Sujeto Obligado, 

mismo medio de impugnación que fue derivado a este Instituto de Transparencia quien 

lo recepcionó en fecha veintisiete de junio del mismo año, señalando esencialmente y 

de manera literal lo siguiente: 

 

“…La negativa del sujeto obligado a entregar la información requerida por este 

recurrente…” (SIC) 

 

SEGUNDO.- Con fecha veintiocho de junio del año que transcurre se dio debida cuenta 

del escrito de interposición al Comisionado Presidente del Instituto, correspondiéndole 

el número RR/116-17 al Recurso de Revisión, mismo que fue turnado a la 

Comisionada Ponente Licenciada Nayeli del Jesús Lizárraga Ballote, por lo que en 

esa misma fecha se acordó asignarle el Recurso de mérito para efectos de lo 

establecido en el artículo 176 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información 

Pública para el Estado de Quintana Roo. 

TERCERO.- Con fecha quince de agosto del presente año, mediante respectivo 

Acuerdo se admitió el Recurso a trámite ordenándose emplazar a la autoridad 

responsable en términos de lo establecido en la fracción III del artículo 176 de la Ley 

de la materia. 

CUARTO.- El día veintiuno de agosto de dos mil diecisiete, se notificó personalmente al 

Sujeto Obligado, la admisión del Recurso de Revisión interpuesto en su contra, 

emplazándolo para que dentro del término de siete días hábiles contados a partir del 

día siguiente de la notificación produjera su contestación y aportara las pruebas que 

considerara pertinentes. 

 

QUINTO.- En fecha veintinueve de agosto del año en curso, mediante escrito sin 

fecha, recibido vía correo electrónico en este Instituto, la Unidad de Transparencia del 

Sujeto Obligado Municipio de Puerto Morelos, Quintana Roo, dio contestación al 

Recurso de Revisión manifestando sustancialmente lo siguiente:  

 

“…1.- El Recurso de Revisión que nos ocupa fue indebidamente admitido a trámite 

toda vez que no actualiza ninguno de los supuestos establecidos por las fracciones del 

artículo 169 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública para el 

Estado de Quintana Roo que determinan las causas de procedencia para un Recurso 

de Revisión ante el Instituto. La solicitud fue respondida en tiempo, de manera 

completa, clara y precisa, con una respuesta totalmente relacionada con la 

información solicitada y notificada al solicitante por el mismo medio en que fue 

recibida. El Sujeto Obligado en ningún momento se negó a entregar la información. 

Por lo anterior, no debió de ser materia de Recurso de Revisión alguno. 

 

2.- Tomando en cuenta lo manifestado en el párrafo inmediato anterior, de 

conformidad con la fracción III del artículo 183 de la Ley de Transparencia y Acceso a 

la Información Pública para el Estado de Quintana Roo, el Recurso de Revisión que 

por este medio se responde debió ser desechado en su momento por improcedente 

mediante acuerdo dictado por el Comisionado Ponente. 
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3.- A pesar de haber sido admitido a trámite el Recurso de Revisión que nos ocupa, 

de acuerdo con la fracción IV del artículo 184 de la Ley de Transparencia y Acceso a 

la Información Pública para el Estado de Quintana Roo, este medio de impugnación 

deberá ser sobreseído ya que estamos dejando claro que no existe causal de 

procedencia alguna que justifique su trámite y seguimiento, toda vez que, como se 

manifestó anteriormente, la solicitud fue respondida en tiempo, de manera completa, 

clara y precisa, con una respuesta totalmente relacionada con la información solicitada 

y notificada al solicitante por el mismo medio en que fue recibida. El Sujeto Obligado 

en ningún momento se negó a entregar la información. 

 

4.- No obstante lo manifestado en las tres pasadas CONSIDERACIONES DE DERECHO, 

le señalo que los “LINEAMIENTOS TÉCNICOS GENERALES PARA LA PUBLICACIÓN, 

HOMOLOGACIÓN Y ESTANDARIZACIÓN DE LA INFORMACIÓN DE LAS OBLIGACIONES 

ESTABLECIDAS EN EL TÍTULO QUINTO Y EN LA FRACCIÓN IV DEL ARTÍCULO 31 DE 

LA LEY GENERAL DE TRANSPARENCIA Y ACCESO A LA INFORMACIÓN PÚBLICA, QUE 

DEBEN DE DIFUNDIR LOS SUJETOS OBLIGADOS EN LOS PORTALES DE INTERNET Y 

EN LA PLATAFORMA NACIONAL DE TRANSPARENCIA” son de observancia obligatoria 

para el Instituto, los organismos garantes y los sujetos obligados de todo el país en 

sus diferentes ámbitos (federal, estatal y municipal), y tienen como propósito definir 

los formatos que se usarán para publicar la información prescrita en el Título Quinto 

de la Ley General y asegurar que sea veraz, confiable, oportuna, congruente, integral, 

actualizada, accesible, comprensible y verificable. Contemplan las especificaciones 

necesarias para la homologación en la presentación y publicación de la información, al 

tiempo que detallan los criterios mínimos, tanto de contenido como de forma, que los 

sujetos obligados deberán tomar en consideración al preparar la información que 

publicarán para cumplir con sus obligaciones de transparencia. Estos lineamientos 

determinan claramente que “La publicación de la información de esta fracción se hará 

siempre y cuando los sujetos obligados cuenten con la autorización previa y específica 

del servidor público de que se trate, es decir, que haya otorgado su consentimiento 

informado, expreso, previo y por escrito; de conformidad con lo previsto en el artículo 

40, párrafo tercero de la Ley Federal de Responsabilidades Administrativas de los 

Servidores Públicos.” En el caso que nos ocupa, de acuerdo con lo manifestado por la 

Contraloría Municipal del H. Ayuntamiento de Puerto Morelos en su oficio que 

responde la solicitud de información pública que dio lugar al recurso que por este 

conducto se responde, no se cuenta con la autorización previa, por escrito y específica 

de los servidores públicos de quienes se solicita la información para publicar sus 

declaraciones patrimoniales, por lo cual tal Unidad Administrativa se encuentra 

imposibilitada para tal efecto e incurriría en una falta si lo hiciere. 

 

5.- Se debe considerar, además, lo manifestado por la Contraloría Municipal, mediante 

su oficio MPM/CM/0609/VIII/2017, descrito en el apartado número 5 de los HECHOS 

señalados en el presente, al indicar atinadamente que el artículo 29 de la Ley General 

de Responsabilidades Administrativas vigente señala que, para efecto de hacer 

públicas las declaraciones patrimoniales y de intereses de los servidores públicos, el 

Comité Coordinador Estatal, a propuesta del Comité de Participación Ciudadana del 

Estado, deberá emitir los formatos respectivos, lo cual, a la fecha, no ha sucedido. En 

apoyo al presente argumento, le indico que el artículo Tercero Transitorio del 

“DECRETO por el que se expide la Ley General del Sistema Nacional Anticorrupción; la 

Ley General de Responsabilidades Administrativas, y la Ley Orgánica del Tribunal 

Federal de Justicia Administrativa” establece que el cumplimiento de las obligaciones 

previstas en la Ley General de Responsabilidades Administrativas, entre ellas las 

señaladas por su artículo 29 ya referenciado, serán exigibles, en lo que resulte 

aplicable, hasta en tanto el Comité Coordinador del Sistema Nacional Anticorrupción, 

de conformidad con la ley de la materia, emita los lineamientos, criterios y demás 

resoluciones conducentes de su competencia, situación que aún no se ha dado. No se 

han emitido lineamientos, criterios y formatos necesarios para hacer públicas las 

declaraciones patrimoniales y de intereses de los servidores públicos por lo que no es 

exigible aun tal obligación.   
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6.- Aunado a lo anterior, el recurrente manifiesta en sus motivos de inconformidad 

que la Contraloría Municipal le comunica que NO ES POSIBLE proporcionar copia de la 

declaración patrimonial, declaración fiscal y de conflicto de interés, conocida como “3 

de 3”, ya que no existe una declaración así en la legislación vigente al momento de la 

respuesta, lo cual es correcto y verdadero, son declaraciones diferentes cada una de 

ellas y no existe formalmente una declaración llamada “3 de 3”. A pesar de lo 

anterior, le respondió al solicitante lo relativo a la publicidad de las declaraciones 

patrimoniales de los servidores públicos…” (SIC) 

 

SEXTO.- El día diecisiete de octubre del año que transcurre, con fundamento en lo 

previsto por la fracción V del artículo 176 de la Ley de Transparencia y Acceso a la 

Información Pública para el Estado de Quintana Roo, se emitió el correspondiente 

Acuerdo para la celebración de la audiencia para el desahogo de pruebas y la 

presentación de alegatos, de las partes.  

 

SÉPTIMO.- El veintitrés de octubre de dos mil diecisiete, con fundamento en lo 

establecido en la fracción VI del artículo 176 de la Ley de Transparencia y Acceso a la 

Información Pública para el Estado de Quintana Roo, se llevó a cabo, en el domicilio 

oficial de este Instituto, la celebración de la Audiencia para el desahogo de pruebas, sin 

la comparecencia de ambas partes y sin que formularan alegatos por escrito; de igual 

forma, desahogándose por su propia y especial naturaleza, las pruebas documentales 

ofrecidas; misma audiencia que consta en autos del Recurso de Revisión RR/116-

17/NJLB en que se actúa.  

 

 

C O N S I D E R A N D O S 

 

 

PRIMERO.- El Pleno del Instituto de Acceso a la Información y Protección de Datos 

Personales de Quintana Roo, es competente para conocer y resolver el presente 

Recurso de Revisión, de conformidad con lo dispuesto en los artículos 23, 25, 29 

fracción III, 30, 33 y demás relativos aplicables, de la Ley de Transparencia y Acceso a 

la Información Pública para el Estado de Quintana Roo.   

 

SEGUNDO.- Del análisis de los escritos, actuaciones y constancias que obran en el 

expediente en que se actúa, así como del estudio de las documentales admitidas y 

desahogadas, que en su oportunidad fueron presentadas por las partes, se observa lo 

siguiente: 

 

I.- El Recurrente ********* en su solicitud de acceso a la información requirió del 

Sujeto Obligado: “…Proporcionar copia de la declaración patrimonial fiscal y de conflicto 

de intereses de cada uno de los regidores de PUERTO MORELOS (CONOCIDA COMO 3 

DE 3)…” 

 

 

Por su parte la Unidad de Transparencia del Sujeto Obligado de cuenta, al dar 

respuesta a la solicitud de información lo hace a través del escrito sin fecha, en el que 

señala:  
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II.- Inconforme con la respuesta dada a su solicitud de información el Recurrente 

presentó Recurso de Revisión expresando, fundamentalmente, como hechos en que 

sustenta su impugnación, los siguientes: “…La negativa del sujeto obligado a entregar 

la información requerida por este recurrente …” 

 

Por su parte, la Unidad de Transparencia del Sujeto Obligado, dio contestación al 

Recurso, mediante escrito sin fecha, mediante el cual manifestó básicamente lo 

siguiente:  

 

“…4.- No obstante lo manifestado en las tres pasadas CONSIDERACIONES DE 

DERECHO, le señalo que los “LINEAMIENTOS TÉCNICOS GENERALES PARA LA 

PUBLICACIÓN, HOMOLOGACIÓN Y ESTANDARIZACIÓN DE LA INFORMACIÓN DE LAS 

OBLIGACIONES ESTABLECIDAS EN EL TÍTULO QUINTO Y EN LA FRACCIÓN IV DEL 

ARTÍCULO 31 DE LA LEY GENERAL DE TRANSPARENCIA Y ACCESO A LA 

INFORMACIÓN PÚBLICA, QUE DEBEN DE DIFUNDIR LOS SUJETOS OBLIGADOS EN 

LOS PORTALES DE INTERNET Y EN LA PLATAFORMA NACIONAL DE 

TRANSPARENCIA” son de observancia obligatoria para el Instituto, los organismos 

garantes y los sujetos obligados de todo el país en sus diferentes ámbitos (federal, 

estatal y municipal), y tienen como propósito definir los formatos que se usarán para 

publicar la información prescrita en el Título Quinto de la Ley General y asegurar que 

sea veraz, confiable, oportuna, congruente, integral, actualizada, accesible, 

comprensible y verificable. Contemplan las especificaciones necesarias para la 

homologación en la presentación y publicación de la información, al tiempo que 

detallan los criterios mínimos, tanto de contenido como de forma, que los sujetos 

obligados deberán tomar en consideración al preparar la información que publicarán 

para cumplir con sus obligaciones de transparencia. Estos lineamientos determinan 

claramente que “La publicación de la información de esta fracción se hará siempre y 
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cuando los sujetos obligados cuenten con la autorización previa y específica del 

servidor público de que se trate, es decir, que haya otorgado su consentimiento 

informado, expreso, previo y por escrito; de conformidad con lo previsto en el artículo 

40, párrafo tercero de la Ley Federal de Responsabilidades Administrativas de los 

Servidores Públicos.” En el caso que nos ocupa, de acuerdo con lo manifestado por la 

Contraloría Municipal del H. Ayuntamiento de Puerto Morelos en su oficio que 

responde la solicitud de información pública que dio lugar al recurso que por este 

conducto se responde, no se cuenta con la autorización previa, por escrito y específica 

de los servidores públicos de quienes se solicita la información para publicar sus 

declaraciones patrimoniales, por lo cual tal Unidad Administrativa se encuentra 

imposibilitada para tal efecto e incurriría en una falta si lo hiciere. 

 

5.- Se debe considerar, además, lo manifestado por la Contraloría Municipal, mediante 

su oficio MPM/CM/0609/VIII/2017, descrito en el apartado número 5 de los HECHOS 

señalados en el presente, al indicar atinadamente que el artículo 29 de la Ley General 

de Responsabilidades Administrativas vigente señala que, para efecto de hacer 

públicas las declaraciones patrimoniales y de intereses de los servidores públicos, el 

Comité Coordinador Estatal, a propuesta del Comité de Participación Ciudadana del 

Estado, deberá emitir los formatos respectivos, lo cual, a la fecha, no ha sucedido. En 

apoyo al presente argumento, le indico que el artículo Tercero Transitorio del 

“DECRETO por el que se expide la Ley General del Sistema Nacional Anticorrupción; la 

Ley General de Responsabilidades Administrativas, y la Ley Orgánica del Tribunal 

Federal de Justicia Administrativa” establece que el cumplimiento de las obligaciones 

previstas en la Ley General de Responsabilidades Administrativas, entre ellas las 

señaladas por su artículo 29 ya referenciado, serán exigibles, en lo que resulte 

aplicable, hasta en tanto el Comité Coordinador del Sistema Nacional Anticorrupción, 

de conformidad con la ley de la materia, emita los lineamientos, criterios y demás 

resoluciones conducentes de su competencia, situación que aún no se ha dado. No se 

han emitido lineamientos, criterios y formatos necesarios para hacer públicas las 

declaraciones patrimoniales y de intereses de los servidores públicos por lo que no es 

exigible aun tal obligación.   

  

6.- Aunado a lo anterior, el recurrente manifiesta en sus motivos de inconformidad 

que la Contraloría Municipal le comunica que NO ES POSIBLE proporcionar copia de la 

declaración patrimonial, declaración fiscal y de conflicto de interés, conocida como “3 

de 3”, ya que no existe una declaración así en la legislación vigente al momento de la 

respuesta, lo cual es correcto y verdadero, son declaraciones diferentes cada una de 

ellas y no existe formalmente una declaración llamada “3 de 3”. A pesar de lo 

anterior, le respondió al solicitante lo relativo a la publicidad de las declaraciones 

patrimoniales de los servidores públicos…” 

 

 

TERCERO.- Que en razón a lo antes señalado, en la presente Resolución este Instituto 

analiza la atención dada a la solicitud de acceso a la información, acorde a lo dispuesto 

por la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública para el Estado de 

Quintana Roo y demás disposiciones que resulten aplicables, con el objeto de garantizar 

que en los actos y resoluciones del Sujeto Obligado se respeten los principios de 

transparencia y acceso a la información, protección de los datos personales en su poder 

y las garantías de legalidad y seguridad jurídica. 

 

Para tal fin, este Órgano Colegiado considera necesario precisar que las Unidades de 

Transparencia se responsabilizan ante el solicitante de la atención dada a las solicitudes 

de información que se le requieren a los Sujetos Obligados. 
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Lo anterior considerado, es en razón de lo consignado por la Ley de Transparencia y 

Acceso a la Información Pública para el Estado de Quintana Roo, en el sentido de que: 

las Unidades de Transparencia serán los enlaces entre los Sujetos Obligados y el 

solicitante (artículo 64); los responsables de las Unidades de Transparencia serán 

designados por el Titular del Sujeto Obligado, de quién dependerá directamente 

(artículo 65); las Unidades de Transparencia tendrán la función de recibir y tramitar las 

solicitudes de acceso a la información y darles seguimiento hasta la entrega de la 

misma, en la forma y modalidad que la haya pedido el interesado (artículo 66 fracción 

II); así como la de realizar los trámites internos necesarios para la atención de las 

solicitudes de acceso a la información (artículo 66 fracción IV), y efectuar las 

notificaciones a los solicitantes (artículo 66 fracción V). 

 

Es de ponderarse también que de conformidad con lo que dispone el artículo 6 de la 

Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública para el Estado de Quintana 

Roo, el derecho humano de acceso a la información pública será accesible a cualquier 

persona en los términos y condiciones que se establecen en la propia ley. 

 

En ese mismo contexto el numeral 8 de la Ley invocada, contempla que todos los 

integrantes, así como el personal a su cargo, están obligados a respetar el ejercicio 

social del derecho humano de acceso a la información pública y para tal efecto deberán 

privilegiar el principio de máxima publicidad. 

 

Los únicos límites al ejercicio de dicho derecho, que la Ley en comento prevé en sus 

numerales 134 y 137, es que la información sea considerada como reservada o 

confidencial. 

 

Ahora bien, este Pleno considera indispensable examinar, de antemano, el contenido y 

alcance de la solicitud de información hecha por el ahora Recurrente *********, 

según se desprende del Acuse de Recibo de la Solicitud con folio 00357817, tramitado 

a través el sistema electrónico INFOMEXQROO, así como de lo manifestado por las 

partes en diversos documentos que obran en el expediente en que se actúa, siendo la 

siguiente: 

 

El hoy Recurrente, en su solicitud de información requiere le sea proporcionado, copia 

de la declaración patrimonial fiscal y de conflicto de intereses de cada uno de 

los regidores. 

 

Ahora bien, el artículo 12 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública 

para el Estado de Quintana Roo, establece: 

 

Artículo 12. Toda información pública generada, obtenida, adquirida, transformada 

o en posesión de los Sujetos Obligados es pública y será accesible a cualquier 

persona, para lo que se deberá habilitar todos los medios, acciones y esfuerzos 

disponibles en los términos y condiciones que establezca esta Ley, la Ley general y 

las demás normas aplicables. 
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Asimismo el artículo 18 y el párrafo primero del artículo 19 de la Ley de la materia 

señalan: 

 

Artículo 18. Los Sujetos Obligados deberán documentar todo acto que derive del 

ejercicio de sus facultades, competencias o funciones y deberán preservar sus 

documentos en archivos administrativos actualizados. 

 

Artículo 19. Se presume que la información debe existir si se refiere a las 

facultades, competencias y funciones que los ordenamientos jurídicos aplicables 

otorgan a los Sujetos Obligados. 

 

Al respecto este Instituto considera imprescindible dejar asentado lo que de la 

normatividad vigente en el Estado de Quintana Roo es aplicable en materia de 

declaraciones patrimoniales: 

 

LEY DE RESPONSABILIDADES DE LOS SERVIDORES PÚBLICOS DEL ESTADO 

DE QUINTANA ROO 

 

Artículo 47.- Para salvaguardar la legalidad, honradez, lealtad, imparcialidad y 
eficiencia que deban ser observadas en el servicio público, independientemente de las 
obligaciones específicas que correspondan al empleo, cargo o comisión, todo servidor 
público, sin perjuicio de sus derechos laborales, tendrá las siguientes obligaciones de 
carácter general: 
 
XIX. Presentar con oportunidad y veracidad la declaración de situación patrimonial en 
los términos que señala la presente ley; 

 

Artículo 84.- Tienen la obligación de presentar declaración de situación patrimonial, 

en los términos y plazos señalados por la presente Ley, y bajo formal protesta de 

decir verdad: 

 

I. En la Legislatura del Estado, a través del Órgano que determine:  

 

a. Los Diputados, Oficial Mayor, Directores, Subdirectores y Jefes de Departamento, 

así como aquellos servidores públicos que manejen fondos y valores;  

 

b. En el Órgano Superior de Fiscalización del Estado: todos los servidores públicos, 

desde el nivel de Jefe de Departamento u homólogo hasta el de Titular de dicho 

Órgano.  

 

II. En el Poder Ejecutivo Estatal, a través de la Secretaría de la Contraloría:  

 

a. Todos los servidores públicos desde el nivel de Jefes de Departamento hasta el 

Gobernador del Estado, así como aquellos que manejen, recauden o administren 

fondos, valores y recursos estatales, municipales o federales;  

 

b. En la Procuraduría General de Justicia del Estado: desde el Procurador General, 

hasta los Jefes de Departamento, incluyendo a los Agentes del Ministerio Público y el 

nivel de Jefes de Grupo de la Policía Judicial; y  

 

c. En las Juntas de Conciliación y Arbitraje: miembros de la Junta, Secretario de 

Acuerdos, Actuarios y el Procurador de la Defensa del Trabajo. En la Administración 

Pública Paraestatal: Directores Generales, Subdirectores Generales, Gerentes 

Generales, Directores, Subdirectores, Subgerentes, Jefes de Departamento y 

servidores públicos equivalentes de los Organismos Descentralizados, Empresas de 

Participación Estatal Mayoritaria, Sociedades y Asociaciones Asimiladas, y Fideicomisos 

Públicos; así como aquellos que manejen, recauden o administren fondos, valores y 

recursos estatales, municipales o federales. Asimismo, deberán presentar las 
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declaraciones a que se refiere este artículo, los demás servidores públicos de las 

Dependencias y Entidades de la Administración Pública Estatal, que determine la 

Secretaría de la Contraloría, mediante disposiciones generales debidamente motivadas 

y fundadas.  

 

III. En el Poder Judicial del Estado, a través de su Órgano de Control Interno: Los 

Magistrados, Oficial Mayor, Jueces de todas las categorías, Secretarios de Acuerdo, 

Proyectistas de Sentencias y Actuarios de cualquier categoría o designación; y  

 

IV. En la Administración Pública Municipal, a través de sus órganos de control interno: 

el Presidente Municipal, Regidores, Síndicos, Secretario, Tesorero, Oficial Mayor, y los 

servidores públicos desde nivel de Jefes de Departamento o sus equivalentes y 

aquellos que manejen, recauden o administren fondos y recursos municipales, así 

como los jefes de grupo de la Policía Preventiva a cargo de los Municipios.  

 

V. El Consejero Presidente y los Consejeros Electorales del Instituto Electoral de 

Quintana Roo, así como los Magistrados del Tribunal Electoral de Quintana Roo, 

tendrán la obligación de presentar declaración de situación patrimonial, en los 

términos que señalen sus respectivas leyes orgánicas. Esta misma obligación la 

tendrán los servidores públicos que tengan a su cargo, una o más de las funciones 

siguientes:  

 

a. Dirección, supervisión, inspección, auditoria, seguridad, vigilancia, custodia, 

fiscalización, procuración y administración de justicia y readaptación social;  

 

b. Representación legal titular o delegada para realizar actos de dominio, de 

administración general o de ejercicio presupuestal;  

 

c. Manejo de fondos estatales o municipales;  

 

d. Custodia de bienes y valores;  

 

e. Atención o resolución de trámites directos con el público para efectuar pagos de 

cualquier índole para obtener licencias o autorizaciones;  

 

f. Adquisición o comercialización de bienes y servicios; y  

 

g. Efectuar pagos de cualquier índole; 

 

Artículo 87.- La declaración de situación patrimonial deberá presentarse:  

 

I. Dentro de los sesenta días naturales siguientes a la toma de posesión;  

 

II. Dentro de los treinta días naturales siguientes a la conclusión del cargo; y  

 

III. Durante el mes de Mayo de cada año, deberá presentarse la declaración 

patrimonial acompañada de una copia de la declaración anual presentada por 

personas físicas, para efectos de la Ley del Impuesto sobre la Renta, salvo que en ese 

mismo año, se hubiese presentado la declaración a que se refiere la Fracción I del 

presente artículo.   

 

Si transcurridos los plazos a que hacen referencia las fracciones I y III no se hubiesen 

presentado la declaración correspondiente sin causa justificada, quedará sin efecto el 

nombramiento respectivo, previa declaración del órgano encargado de llevar el 

registro de situación patrimonial, substanciado el procedimiento administrativo que 

establece el Título Tercero de esta Ley. Para el caso de que se omita la declaración 

contemplada en la fracción II sin causa justificada se procederá a la aplicación de 

sanción económica equivalente hasta por cinco meses de salario mínimo en el Estado 
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y, en su caso, inhabilitación para desempeñar cualquier cargo público hasta por un 

año previa substanciación del procedimiento administrativo correspondiente. 

 

 

LEY GENERAL DE RESPONSABILIDADES ADMINISTRATIVAS 

 

 

Artículo 29.- Las declaraciones patrimoniales y de intereses serán públicas salvo los 

rubros cuya publicidad pueda afectar la vida privada o los datos personales protegidos 

por la Constitución. Para tal efecto, el Comité Coordinador, a propuesta del Comité de 

Participación Ciudadana, emitirá los formatos respectivos, garantizando que los rubros 

que pudieran afectar los derechos aludidos queden en resguardo de las autoridades 

competentes. 

 

Artículo 34.- Asimismo, el Comité Coordinador, a propuesta del Comité de 

Participación Ciudadana, emitirá las normas y los formatos impresos; de medios 

magnéticos y electrónicos, bajo los cuales los Declarantes deberán presentar las 

declaraciones de situación patrimonial, así como los manuales e instructivos, 

observando lo dispuesto por el artículo 29 de esta Ley. 

 

Artículo 48.- El Comité Coordinador, a propuesta del Comité de Participación 

Ciudadana, expedirá las normas y los formatos impresos, de medios magnéticos y 

electrónicos, bajo los cuales los Declarantes deberán presentar la declaración de 

intereses, así como los manuales e instructivos, observando lo dispuesto por el 

artículo 29 de esta Ley. 

 

Artículo tercero transitorio.- En tanto entra en vigor la Ley a que se refiere el 

presente Transitorio, continuará aplicándose la legislación en materia de 

Responsabilidades Administrativas, en el ámbito federal y de las entidades federativas, 

que se encuentre vigente a la fecha de entrada en vigor del presente Decreto.  

 

El cumplimiento de las obligaciones previstas en la Ley General de Responsabilidades 

Administrativas, una vez que ésta entre en vigor, serán exigibles, en lo que resulte 

aplicable, hasta en tanto el Comité Coordinador del Sistema Nacional Anticorrupción, 

de conformidad con la ley de la materia, emita los lineamientos, criterios y demás 

resoluciones conducentes de su competencia.  

 

Una vez en vigor la Ley General de Responsabilidades Administrativas y hasta en 

tanto el Comité Coordinador del Sistema Nacional Anticorrupción determina los 

formatos para la presentación de las declaraciones patrimonial y de intereses, los 

servidores públicos de todos los órdenes de gobierno presentarán sus declaraciones 

en los formatos que a la entrada en vigor de la referida Ley General, se utilicen en el 

ámbito federal. 

 

 

LEY DE RESPONSABILIDADES ADMINISTRATIVAS DEL ESTADO DE 

QUINTANA ROO 

 

 

Artículo 29. Las declaraciones patrimoniales y de intereses serán públicas salvo los 

rubros cuya publicidad pueda afectar la vida privada o los datos personales protegidos 

por la Constitución federal, por la Constitución local y la Ley de la materia. Para tal 

efecto, el Comité Coordinador Estatal, a propuesta del Comité de Participación 

Ciudadana del Estado, emitirá los formatos respectivos, garantizando que los rubros 

que pudieran afectar los derechos aludidos queden en resguardo de las autoridades 

competentes. 
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Artículo 34.- Asimismo, el Comité Coordinador, a propuesta del Comité de 

Participación Ciudadana del Estado, emitirá las normas y los formatos impresos; de 

medios magnéticos y electrónicos, bajo los cuales los declarantes deberán presentar 

las declaraciones de situación patrimonial, así como los manuales e instructivos, 

observando lo dispuesto por el artículo 29 de esta Ley. 

 

 

Asimismo resulta importante puntualizar que la Unidad de Transparencia del Sujeto 

Obligado, en su escrito sin fecha, por el que da contestación al Recurso de Revisión de 

cuenta, señala entre otras cosas que: “…Se debe considerar, además, lo manifestado 

por la Contraloría Municipal, mediante su oficio MPM/CM/0609/VIII/2017, descrito en el 

apartado número 5 de los HECHOS señalados en el presente, al indicar atinadamente 

que el artículo 29 de la Ley General de Responsabilidades Administrativas vigente 

señala que, para efecto de hacer públicas las declaraciones patrimoniales y de intereses 

de los servidores públicos, el Comité Coordinador Estatal, a propuesta del Comité de 

Participación Ciudadana del Estado, deberá emitir los formatos respectivos, lo cual, a la 

fecha, no ha sucedido. En apoyo al presente argumento, le indico que el artículo 

Tercero Transitorio del “DECRETO por el que se expide la Ley General del Sistema 

Nacional Anticorrupción; la Ley General de Responsabilidades Administrativas, y la Ley 

Orgánica del Tribunal Federal de Justicia Administrativa” establece que el cumplimiento 

de las obligaciones previstas en la Ley General de Responsabilidades Administrativas, 

entre ellas las señaladas por su artículo 29 ya referenciado, serán exigibles, en lo que 

resulte aplicable, hasta en tanto el Comité Coordinador del Sistema Nacional 

Anticorrupción, de conformidad con la ley de la materia, emita los lineamientos, 

criterios y demás resoluciones conducentes de su competencia, situación que aún no se 

ha dado. No se han emitido lineamientos, criterios y formatos necesarios para hacer 

públicas las declaraciones patrimoniales y de intereses de los servidores públicos por lo 

que no es exigible aun tal obligación…” 

 

Por otra parte, es importante hacer mención a lo descrito en los Lineamientos Técnicos 

Generales emitidos por el Consejo Nacional de Transparencia, mismos que establecen 

que los Sujetos Obligados deberán publicar la versión pública de la declaración de 

situación patrimonial de los servidores públicos, integrantes, miembros del sujeto 

obligado y/o toda persona que desempeñe un empleo, cargo o comisión y/o ejerza 

actos de autoridad, y que tiene la obligación de presentar declaración de situación 

patrimonial en sus tres modalidades: inicio, modificación y de conclusión, de 

conformidad con la normatividad que resulte aplicable en la materia. Ahora bien, la 

publicación de dicha información se hará siempre y cuando los sujetos obligados 

cuenten con la autorización previa y específica del servidor público de que se trate, es 

decir, que haya otorgado su consentimiento informado, expreso, previo y por escrito; 

de conformidad con lo previsto en el artículo 40, párrafo tercero de la Ley Federal de 

Responsabilidades Administrativas de los Servidores Públicos. 

 

Sin embargo, es pertinente señalar que la Ley Federal de Responsabilidades 

Administrativas de los Servidores Públicos, ha sido abrogada por la Ley General de 

Responsabilidades Administrativas, de conformidad al artículo tercero transitorio, 

párrafo séptimo de este último ordenamiento legal, al ser publicado en el Diario Oficial 

de la Federación en fecha dieciocho de julio del presente año, por lo que en 

consecuencia, existen nuevas disposiciones jurídicas sobre la obligación de los 

servidores públicos al momento de rendir sus declaraciones patrimoniales. Lo anterior 
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encuentra fundamento en los artículos 29, 34 párrafo tercero, 48 párrafo primero, y 

tercero transitorio, párrafos segundo, tercero y sexto de la Ley General antes referida. 

 

De todo lo anterior, se concluye que, a partir de la publicación de la Ley General de 

Responsabilidades Administrativas, así como la Ley de Responsabilidades 

Administrativas del Estado de Quintana Roo, los servidores públicos ya sean del ámbito 

federal o local, están obligados a realizar su declaración patrimonial y de intereses, las 

cuales serán públicas, salvo los rubros cuya publicidad puedan afectar la vida privada o 

los datos personales protegidos por la Constitución. Para lo anterior, se ha conformado 

un Comité Coordinador, órgano al que hace referencia el artículo 113 de la Constitución 

Política de los Estados Unidos Mexicanos, encargada de la coordinación y eficacia del 

Sistema Nacional Anticorrupción y que se señala, a nivel local, en el artículo 161 

fracción primera de la Constitución del Estado de Quintana Roo, quien a propuesta del 

Comité de Participación Ciudadana, emitirá los formatos respectivos, garantizando que 

los rubros que pudieran afectar los derechos de dichos servidores queden en resguardo 

de las autoridades competentes. Empero, hasta la presente fecha aún no se cuenta con 

los formatos en los cuales cada servidor público rendirá su declaración patrimonial y de 

intereses, ya sea a nivel federal o local, por tanto lo conducente es continuar aplicando 

la legislación anterior, tal y como lo ordena el artículo tercero transitorio párrafo 

segundo de la Ley General de Responsabilidades Administrativas, es decir, la Ley 

Federal de Responsabilidades Administrativas de los Servidores Públicos, y que señala 

que la publicación de las declaraciones patrimoniales se harán siempre y cuando los 

sujetos obligados cuenten con autorización previa y específica del servidor público de 

que se trate, lo que no sucede en este caso, pues no consta en autos, que todos y cada 

uno de los servidores públicos, en este caso, los regidores del Municipio de Puerto 

Morelos, no otorgaron su consentimiento para dar a conocer sus declaraciones 

patrimoniales.  

 

Aunado a lo anterior, es importante señalar que se ha publicado la Ley del Sistema 

Anticorrupción del Estado de Quintana Roo, la cual en su artículo primero señala que 

tiene por objeto establecer las bases de coordinación entre los entes públicos del 

Estado de Quintana Roo para el funcionamiento del Sistema Estatal Anticorrupción 

previsto en el artículo 161 de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de 

Quintana Roo, así como lo previsto en el diverso 113 de la Constitución Política de los 

Estados Unidos Mexicanos, y 36 de la Ley General del Sistema Nacional Anticorrupción, 

para que las autoridades competentes prevengan, detecten investiguen y sancionen las 

faltas administrativas y los hechos de corrupción; así como, lleven a cabo la fiscalización 

y el control de recursos públicos. No obstante, el Sistema Anticorrupción Estatal así 

como el Comité de Coordinación Estatal aún no definen los criterios que seguirán en 

cuanto al requisitado de las declaraciones patrimoniales se refiere, o del uso de nuevos 

formatos, los cuales deben considerar lo relativo a datos personales de los servidores 

públicos y de igual manera, mantener congruencia con las nuevas leyes en materia de 

responsabilidades administrativas, ya sea a nivel federal y estatal. 

 

En mérito de lo antes señalado, es de determinarse por este Pleno del Instituto, que 

resulta procedente CONFIRMAR la respuesta de la Unidad de Transparencia del 

Sujeto Obligado, Municipio de Puerto Morelos, Quintana Roo recaída a la solicitud 

de información registrada en el sistema INFOMEXQROO bajo el número de folio 

00357817, ingresada en fecha diecinueve de mayo del año en curso. 
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Por lo anteriormente expuesto y fundado, el Pleno del Instituto de Acceso a la 

Información y Protección de Datos Personales de Quintana Roo:  

 

 

R E S U E L V E 

 

 

- - - PRIMERO.- Con fundamento en lo previsto en el artículo 178 fracción II de la Ley 

de Transparencia y Acceso a la Información Pública para el Estado de Quintana Roo, se 

CONFIRMA la respuesta del Sujeto Obligado, Municipio de Puerto Morelos, 

Quintana Roo, dada a la solicitud de información presentada por *********, 

recaída a la solicitud de información registrada en el sistema INFOMEXQROO bajo el 

número de folio 00357817, ingresada en fecha diecinueve de mayo del año en curso, 

por las razones precisadas en el Considerando TERCERO de la presente resolución.- - - 

- - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - -  

 

- - - SEGUNDO.- De conformidad con lo dispuesto por el artículo 188 en relación con 

el 91 fracción XXXVI del Ordenamiento Legal antes señalado, y una vez que haya 

causado estado la presente resolución, elabórese la versión pública correspondiente y 

publíquese; una vez hecho lo anterior, archívese este expediente como asunto 

totalmente concluido.- - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - -  

 

- - - TERCERO.- Notifíquese la presente Resolución a las Partes mediante oficio y 

adicionalmente publíquese a través de Lista electrónica y Estrados, y CÚMPLASE.- - - - 

- - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - 

- - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - 

-  

ASÍ LO RESOLVIERON Y FIRMAN POR UNANIMIDAD DE VOTOS LOS COMISIONADOS 

DEL PLENO DEL INSTITUTO DE ACCESO A LA INFORMACIÓN Y PROTECCIÓN DE 

DATOS PERSONALES DEL ESTADO DE QUINTANA ROO, LICENCIADO JOSÉ ORLANDO 

ESPINOSA RODRÍGUEZ, COMISIONADO PRESIDENTE, M.E. CINTIA YRAZU DE LA 

TORRE VILLANUEVA, COMISIONADA, Y LICENCIADA NAYELI DEL JESÚS 

LIZÁRRAGA BALLOTE, COMISIONADA, ANTE EL SECRETARIO EJECUTIVO 

LICENCIADA AIDA LIGIA CASTRO BASTO QUIEN AUTORIZA Y DA FE, - DOY FE.- - - 

- - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - -  

 

 

 

 

 

 

 

 
Esta hoja corresponde a la Resolución de fecha doce de diciembre de dos mil diecisiete, dictada por el Pleno del Instituto de Acceso 

a la Información y Protección de Datos Personales de Quintana Roo, en el expediente formado con motivo del Recurso de Revisión 

número RR/116-17/NJLB, promovido por *********, en contra del Sujeto Obligado MUNICIPIO DE PUERTO MORELOS, QUINTANA 

ROO.- - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - 
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